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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abíerta la sesión, 
(Es la hora 10 y 32 minutos) 

¿En nombre de la Comisión de Constitución y agtatición de la 
asamblea General, agradecemos la presencia de nuestros invitados, 
. quienes han concurrido para tratar el tema que es de conocimiento de : E 

todos, Como estarán enterados, esta Comisión ha resuelto, en primer : 
lugar, escuchar a los representantes de La Junta Departamental, para : 
luego proceder de igual forma con el Tribunal de Cuentas. EDUMDAQNON 
que cualquier otro paso procesal que pueda dar esta Comisión se 
discutirá en su momento. Nos ha parecido que lo más ajustado a los 
hechos era, antes que iia conocer el punto de vista de nuestros 
visitantes. Quien hoy presida quiere aclarar que, a su Juicio, sería 
más instructivo na. tanto reiterar los elementos contenidos en la 
documentación que ya obra en nuestro poder, sino, fundamentalmente, 
aportar algunos aspectos ampliatorios, para lo cual, además de la 
exposición que tengan a bien hacer, existiría la posibilidad de que 
algún míembro de la Comisión plantee dudas o interrogantes. 

De modo que les ofrezco la palabra, agradeciéndoles nuevamente 

vuestra pnsanctas | A ' 

SEÑOR MELGAREJO.- En primer término, también quiero agradecer esta 
invitación que se nos ha cursado y señalar que la delegación está 


he encia aia de o A a ER er a ies E ic , Meca J . 
integrada. ¿undamentaimente, por edives del Frente Ampllo. Asimismo, 


dando” sclarar que la razón de ello se basó en que la: , noche. FEA E 
-, tomamos. la decisión de elevar los antecedentes a la Asamblea General; A: 
al. dea que a la Justicia Penal, la oposición. no estaba presente. e PA 


entrega de las llaves de la ciudad al señor Presidente de Rumania. -De 


“todas maneras, mis compañeros podrán RAaeE las aclaraciones que sean pa 


necesarias. e | 
Entrando en el tema, ntatlza adela que luego de haces: un análisis 


a profundo” sobre el dictamen del Tribunal de Cuentas que llegó a la Junta 


_ Departamental, encontramos que el informe, desde -nuestro punto de 
vista, presentaba una serie de irregularidades que no podíamos dejar” 


pasar por alto, aunque nosotros, como organismo, no eramos quienes para 
juzgarlo a fondo. Sin embargo, entendimos que era pertinente --sobre 
todo, teniendo en cuenta los derechos del funcionario público-- elevar 
este iiliaia a un organismo de alzada. En virtud de lo dispuesto en : el artículo 
209 de la Constitución. consideramos que lo mejor_sería sustanciar el hecho lo más 
rápidamente «posible, no sólo para la Juna Departamental de 
Montevideo, sino también para la propia democracia. Con ello 
pretendíamos llegar lo más a f 8 ndo posible en esta 


investigación, teniendo en cuenta que nos encontrábamos frente a un 


material que, evidentemente, no sólo no contemplaba lo que entendíamos 


había sido una tarea absolutamente cristalina en el manejo de los 
fondos públicos, sino que a su vez, llegaba a conclusiones retroactivas 


an *+orno a situaciones que en otro momento el Tribunal de Cuentas había 


L En segundo Jugar, quisiera fodiz disculpas porque a oblea: | 
a la hora 11 y 30 para concurrir al acto en él que se va a hacer 


= La” 


ES 


avalado totalmente. 


Cabe destacar que esta delegación está consbituidr por eL edi | o 


Felipe Martín, Presidente de la Comisión de Tránsito y Transporte 
--órgano que tiene que ver directamente con el tema--; el edil Walter 
Morodo, Presidente de. la Comisión de Legislación y Apelaciones de la | 
Junta Departamental; el . coordinador de la Bancada, edil Miguel 
Fernández y el escribaño Fernández Di Maggío, miembro de la Mesa de la 
Junta Departamental. e : dl 

Luego de esta introducción, solicitaría al señor Martín que 
comenzara a desarrollár un poco más el tema. ; no 
SEÑOR MARTIN.- También agradecemos esta invitación y aclaramos que | 
estamos enteramente abiertos y Alapasatos a colaborar y a aportar todos 
aquellos elementos que los ¿integrantes de la Comisión entiendan 
| necesarios, a fin de contribuir al esclarecimiento de este tema. 
Brevemente, trataré de A una síntesis acerca de los procedimientos 
que, como ya señalamos; no compartimos, en lo que tiene que ver con 
este dictamen del Tribunal de Cuentas. 


Comienzo diciendo que los aspectos que dan sostén legal a la 


política de transporte, especialmente a los subsidios que ha llevado 


adelante esta Administración, se fundamentan en la existencia de dos. 


resoluciones: la N*? 7 bis, del 15 de febrero de 1990, y la N% 132 bis, 
del 28 de febrero del mismo año. También podemos citar el Presupuesto 
quinquenal, donde se establecen los criterios mediante los cuales se Na 
a llevar adelante la política en materia de subsidios. 

Los corsiderandos 7%, 8% y 92 de la resolución mencionada en 
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acninistración para encarar una nueva polítion y que, , entre otras cosas e ma 


contemple algunas modificaciones en el establecimiento” de los. criterios”. 


| tarifarios, como “Puede ser la búsqueda de un. ratonable equílivrio e de, 


cuanto. al rescate de un “sistema en crisis. mediante e. cual era cd 


imprescindible poner en: . marcha estos aspectos. . Por su parte, la pe 
Resolución Ne 132 bis, en sus cuatro literales, determina los distintos 
| caminos que van A seguir esos subsidios en do que tiene que ver “con 
nuestra. dispos. ción de reintegrar tanto los impuestos municipales que 
existieron en aquel momento --la tasa general del MR, como los 


] impuestos nacionales --8l que grava los combustibles, el IMESÍ 
abatimiento por los mayores costos de “mantenimiento y explotación y 
aquello que tiene que ver con el reintegro a una tarifa que, tal c 


se venía haciendo, en el momento en que asumimos, no se ajustó. 


- LO que au está en cuestión es el Literal c) dela Resolución 132. 
bis/90 que expresamente tiene que. ver con el abatimiento de 106. mayores 
costos. Según nuestra filosofía de política de transporte, , elicontramos UE Sd 


- Que los costos de algunas expresas del sistema eran. . abultados por Me 


ciertas dificultades de gestión, pero fundamentalmente | por la paa 
obsolescencia de su flota. Al respecto, destacamos que en los primeros e 


meses de 1990 había ciento ochenta unidades absolutamente fuera de circulación, lo E 


que, de alguna manera, engrosaba los gastos £ijos. Por otro lado, babía | e 
diariamente entre doscientas cincuenta y trescientas unidades que en 
algún momento de la semana se descomponían y debían ser enviadas a 
taller. Naturalmente, salían de circulación, lo que generaba 
dificultades en lo que tiene que ver con la venta, de boletos. Además, 
nosotros tomamos esta Administración en uno de los momentos en que la 
venta de boletos era de las más bajas a nivel histórico; puedo decir al 
respecto que alcanzamos a vender 347:000.000 de boletos. 

Quiero precisar estos aspectos porque son los que establecieron 
los criterios mediante los cuales se elevaron a consideración del 
Tribunal de Cuentas las previsiones de | pago en términos 
cuatrimestrales. Desde el 15 de febrero hasta octubre de 1992 no había 
existido ningún tipo de observación por parte del Tribunal de Cuentas 
a las imputaciones definitivas que el Intendente Municipal realizó para 
el pago de los subsidios, de acuerdo con los respaldos que le daban las 
mayorías constitucionales recabadas en el Plan Quinquenal. Cuando la 
Junta Departamental elevó este pedido de informes o de auditoría, lo 
hizo en relación al período que va del 15 de febrero de 1990 al 30 de 


abril de 1992. Entonces, se inician los trabajos y se produce un primer 


se , culminan las tareas el 11. de diciembre de 1992. En el transcurso de 


- agosto a diciembre se intervienen 1o8 gastos de octubre y diciembre de da 
1992 Y se registra, también, una intervención del gasto del.27 de enero Ñ | + 
de 1993. Quiere decir que durañte dos años las imputaciones que: el. 
_ Intendente había hecho para el pago de los subsidios no fueron objeto 
de observación; a lo subo, se solicitaba una relación especificada de | 
_ cómo estaría integrado el pago de esos subsidios, se entregaba esa E 


| relación y se autorizaba el gasto. en forma inmediata. 


> Ñ ¿7 | Estos estudios realizados entre octubre y diciembre de 1992 dejan 
e 


a suspenso cuáles van a ser los criterios que establecerá el Tribunal 
de Cuentas para el pago del abatimiento de los mayores costos de 
explotación., 15 que señalamos como irregularidad --fue lo que 
| recibinos y figura como carátula del: expediente-- es una copia autenticada 
de la auditoría practicada a solicitud de la Junta Departamental de 


, ontevideo, que viene con firma y fecha de 11 de diciembre de 1992. Lo . 


que no reconocemos de ella ¡es que la fundamentación para observar el 
pago del abatimiento de los mayores costos de explotación, se apoya en 
una resolución del mes de febrero de 1993. No comprendemos cómo en 
diciembre de 1992 se pudo y 
no estaba establecida la no 


er arribado a conclusiones cuando todavía 


nosotros no cuestionamos el hecho de que de acuerdo con la norma que 


dictó el Tribunal de Cuentas, la Intendencia deba ajustarse en el 


> que o o viene 
- 'coriónke | yd el - anpodialica aunque »í sa baos roferancia. a mismo; es, 

aan a moras. “orientaciones de ' trabajo, con directivas ue Do están 7 a 
xadas —ello es potestad del propió Tribunal de Cuentas y finalmente En de 


se sancionó dos meses después. Pero 


MA pad a tener carácter petroactivo. ya qe todo lo que a ps ES ¿icitas sE 
e el Tribunal de Cuentas ahora quede ivalidado, Este es el sudo de pe 
pa que nosotros. señalamos constituye. una irregularidad, de acuerdo con el es 
informe del dictamen del Áribunal de Cuentas que hemos recibido. Las. 


ocho resoluciones, que están acordonadas, van dende el 15 de febrero. de : 


1990 a octubre de 1992. Podría decir que existió una observación de la 


Resolución 7 bis/90 por asignar dineros para el pago de los subsidios : 
y no. existir todavía un Presupuesto. Entonces se reitera el gasto por 


parte del Intendente hasta que sáncionamos el Plan Quinquenal, momento 


le en que se levanta automáticamente la observación: 

| Hay un segundo caso que registra una ebiservación, cundh se 
produjo el cierre de la empresa COOPTROL, para la “Imputación del pago 
del Fondo Social, la Intendencia establece una resolución habilitando un 
nuevo literal a la Resolución 132 bis/90, por la cual se apoya el pago 
de dicho Fondo. Esto es observado por el Tribunal de Cúsntas, que 
sugiere que como no está establecido en la Resolución, era de recibo 
que se pusiera en práctica un artículo 'del TOCAF, que está 
fundamentalmente dirigido a cubrir iiiacionas de gravedad no | 
previstas. Entonces, la Intendencia Municipal suspende el pago del 
Fondo Citado a los trabajadores de COOPTROL, anula la resolución que 
habilita el nuevo literal a la Resolución 132 bis/90 y acepta la 
propuesta del. Tribunal de Cuentas, imputándolo a esa situación de | 
gravedad no. prevista. De esta forma se soluciona el problema. Tan es 
así que en el período que se extiende desde enero -- en que se produce 


el cierre de COOPTROL-- y agosto se puede pagar el Fondo Social, se 
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- erabajádores « de COOPTROL ss encuentran en BES Lugares de trabajo es ala 
empresa CUECSA, habiéndose hecho cargo la Intendéncia Municipal, n 


ete caso) de los. costos sociales que. —aLgnificó se cierre qe la 


cooperativa. Eto. está documentado Y. por resolución del 3 de marzo. .., 


- 1992, ba. sido aceptado por el Tribunal de Cuentas. de la República... 


. Quiere decir que en todo el transcurso del pago de los subsidios Pe 


10 , existió aryación alguna a 108 procedimientos y para los casos de 


estas intervenciones de gastos que después desembocaron as la ] . 


“resolución del 3 de febrero de 1993, la Intendencia no podía aguardar 


el estudio definitivo, en virtud de que el mantenimiento. del servicio : 


Parte de una responsabilidad inherente a la Intendencia Municipal ¿ode . 


Montevideo, que , naturalmente, debía seguir llevando adelante su polí 


tica. 
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| Tanto o sol 00 da política estabe atrasada 6n: cmo 
$ e cceilaiadó | y lo Prueban 10 estudios que es efectuaron a 


dende. el año. 1990. a la fecha. Este. criterio de que iba. 


a tener: - carácter decreciente también se compruebe fanaciente- 


mente por. el hecho" de que en abril de 1993 se anularon 


las partidas de abatimiento por mayores | costos, en virtud 


: de que la renovación dé la flota permitió incidir. sobre 


los costos totales. Sobre las previsiones de las ventas 


de boletos se establecieron los costos anicinión que 


- tiene cada empresa. En ese sentido, nosotros buscamos 


¿incidir sobre el denominador en virtud de que los subsidios 


no se entregaban caprichosamente sino que estaban relaciona- 


. dos con un número de bolétos que las empresas menores 


no podían vender, porque no estaban en condiciones de 
recuperar mercado al no contar con las unidades necesarias 


para hacerlo. A partir del momento en que se produce 


_la renovación de flotas en el mercado, se dio una recupera- 


ción rápida, por lo que han podido abatir sus costos 
totales. Como ahora pueden vender más boletos, sus costos 
unitarios han descendido, lo que llevó a la eliminación 
de los mismos por mayor explotación de los servicios. 

A modo de síntesis debo expresar que nosotros 
estamos buscando precisar ante la Comisión,que no aceptamos 
--y por ello hemos apelado a los mecanismos legales que 
a: el hecho de que para cerrar las conclusiones 


de una auditoría, que se practicó en el año 1992 para 


OA 


/ 


a 
E 


todo el ejercicio € dende. el Caño 1990, bs se Ss haya: 


E a la “existencia” de una 'nOraA que. no estaba “dictada se 
en el. momento en que se terminaron: os “estudios de la en. pa 


cuestionamos, n e 


misma. de, todas maneras, nO 
que. de ahora ES an adelante 33 y que Llevar a cabo 


E el pago de un subsidio mediante este sistema. 


SEÑOR KORSENIAK.- He leído muy atentamente al contenido | 


de la resolución de la Junta Departamental de: Hontevideo 
que culmina con el envío de una nota al organismo parlamen- 


tario, invocando la aplicación del artículo 209 de la Constitución, 


remitiendo también todos los antecedentes. Como es o 


Pe 


a i ía | 
este artículo de la Constitución expresa que los miembros 


del Tribunal de Cuentas son responsables ante la Asamblea 


«General. por el fiel y exacto cumplimiento de sus funciones. 


y que dicha Asamblea los puede destituir en caso de inepti- 
dud, omisión o delito, En los considerandos de la Resolución 
N2 5.590 de la Junta Departamental se dice que. cuando 
el - Fribunal aprueba el “informe, apoya sus 


conclusiones en resoluciones tomadas en enero 


y febrero de 1993. Esto tenía que ver con el informe 


de la auditoría que había hecho varios meses antes. 


En una primera consideración ¿esto significa 


que el áínform invocado por el Tribunal de Cuentas tiene 


alguna alteración de tipo material? ¿Quiere decir : que 
la Junta entendió que hubo una auditoría con un informe 
y que cuando el Tribunal de Cuentas se refiere a él estaría 


aprobando un texto que no es el original? 


Pediría que se me aclare esta interrogante 


MEL ni 


- Ya que no está  emplicitado. en dos coásitezandos . 


5 


OR MORODO..- - Cuando “hicimos e examen mínucioso del 
¡documento constatamos -irregúlaridades de tipo documental a 

ue nos sirvieron como fundamento cuando la Junta votó. 
la resolución que hoy nos ocupa--, entre las cuales. a 


mos la que acaba de referir el señor. _senador Korseniak.- 


| En ese sentido, el informe, de fecha : -11 de diciembre 


de 1992 pe, AER resoluciones le la Intendencia - Municipal 
de Montevideo con “fecha 27 de enero de 1993 y del Tribunal 


| de Cuentas del 5 de febrero del mismo año que, obviamente, 


son posteriores a la fecha del documento. Al respecto, 


en la sesión de la Junta Departamental expresamos que 


si el Tribunal de Cuentas consideraba que debía modificar 


--tal como a nuestro juicio lo hizo-= ese informe, debió 
haberlo hecho con la fecha real en que se llevaron a 
cabo las modificaciones. y con las firmas correspondientes. 
Por lo'tanto, esta una irregularidad de tipo documental. 

Por otro lado, nos fue remitida a la Junta 
Departamental una copia del dictamen del Tribunal 
de Cuentas con todas sus fojas encabezadas por la firma 
del Secretario General, certificando su autenticidad. 
Por nuestrá parte, entendemos que no puede existir una 
certificación de lo que no era un original porque faltan 
las firmas de los miembros del Tribunal. En resumen, 
el Tribunal de Cuentas emitió un dictamen cuyo documento 
fue enviado a la Junta Departamental sin las firmas 


de quienes lo avalan. Asimismo, se autentica como fotocopia 


- 


fiel de su original un documento que, | materialmente nó 10 G 
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| | Esos son muestros cuestionamientos de tipo 
documental que, como jo ha dicho el señor Martin, 'invalidan 


la cosideación del infame tal axo lo resolvió la Junta pepartamental | 


en su momento. 


SEÑOR MARTIN'.- En cuanto a la pregunta formulada por: a 


el señor senador Korzeniak quería señalar que en la- nota 
que nos envió el Tribunal de Cuentas, con fecha 13 de 
abril de. 1993 se ere: "Al respecto, el Cuerpo que presido, 
Macao dl 3 de mero de 1999, aartó la aiquiete Resolución: "Via- 
to el informe producido por el equipo auditor actuante 
en la Auditoría practicada a solicitud de la' Junta Departa- 
mental de Montevideo, según Resoluciones N%s., | 5301 y 
5302 de 27.2.92,. relativa al subsidio al boleto, apruébanse 
sus términos y remítase copia autenticada del mismo, 
adjuntándose los anexos correspondientes a la Junta solici- 
tante, para su conocimiento y efectos'.- En cumplimiento, 
pues, de lo resuelto, remito al señor Presidente, la 


copia autenticada referida así como los anexos correspondien- 


tes”. 

Quería señalar esto porque. cuando efectua- 
mos la primera lectura casi incurrimos 
en - ¡una equivocación. Pero al leer la resolución del 


Tribunal de Cuentas de febrero de 1993 vemos que las 
conclusiones a las que arribó se apoyan en las conclusiones 
“e la auditoria de diciembre de 1992. Por lo tanto, conside- 


ro que en esa fecha no se podía tener un adelanto hasta 


del número con el que se libro el oficio a la Intenden- 


+ 


cia Municipal para cominicarle 'esta resolución. E 


En el Anexo IV. está ánciutda esta resolución como parte. de 1as .S co 
conclusiones. a las que llegó la auditoría que, de acuerdo con lo que 


irregularidad que queremos señalar. 


pos NG 
de 
e 
E 


recibimos, cerró el 11 de diciembre de 1992 y fue comunicada con fecha e e 
14 del mismo mes. Allí es donde radica, fundamentalmente, la 


SEÑOR FERNANDEZ (Miguel) .- Además de lo que se ha “Beñalado en cuanto Ao 


los errores de carácter. documental de haber incluído una resolución que e 


no estaba en el informe de la auditoría realizada en el nes de 


diciembre, está pElitanda una situación en la cual no sólo la gravedad de 


_ reposa en los aspectos de carácter documentál, sino también en el hecio 


de que la inclusión de esa resolución del 3 de febrero de 1993, de 


alguna manera, condiciona las características del informe. Quiere decir 
que no sólo asistimos a un problema de carácter formal, sino que 
también está presente aquí el hecho de que el conjunto del informe 
queda condicionado por una resolución posterior a la realización de la 
Auditoría. 

Creemos que eso es esencial desde el punto de vista de la 
caracterización del dictamen del Tribunal de Cuentas. Tal como lo 
manifestaba el señor edil Morodo, existe un problema de carácter 


documental, lo que en sí mismo constituyg una irregularidad. Asimismo, 


hay un condicionamiento de lás conclus nes en la medida en que se 


establecen una serie de limitaciones . a la ida por mayores costos, 


Municipal de Montevideo 


que mal puede haber observado la Intendenci 


y 
cuando se había trabajado en todo ese período tonsiderado sin que 


| por 6 cual no consideramos correcta la resolución de Irrábanal de | 
o Cuentas . Asimismo, deseamos Ancluir otro aspecto que tiene m0 ver con. ss S 


| las normas de auditoría. dy, pad | | | 
Es sabido o conocido en el marco de. los. “necánisnos de 


Ñ auditores—. que en el informe de la Auditoría” se debe Tecate E 


necesariamente la opinión del _Ente auditado. Este mecanismo FEE ES E 


existió en este caso; incluso, en el informe se menciona el hecho de 
que habían sido consultados Directores del área que estaba siendo . 
e analizada. En este sentido, querenños aclarar que ní el Director del 
Departamento de Obras y Servicios, señor Víctor Rossi, ni el Director k : 
de la División de Tránsito y Transporte, fueron consultados por los 
auditores. Quiere decir que aquí estamos . planteando E elementos de o | 
carácter documental y de procedimiento, así como otros que hacen k la 
esencia del informe. Creo que es muy importante que, a la hora de 
analizar el dictamen final del Tribunal de Cuentas, se tenga presente de 
| que algunas de las conclusiones 5 cuestionadas de los . 
PEOR DEABLOS legales llevados adelante por la Intendencia Municipal 


de Montevideo, se basaron en Una norma PORERELOE a la realización de 


SS, 


actos por parte de la Comuna. 
SEÑOR CANTON.- Señor Presidente: es obvio que es pu de las 
Comisiones parlamentarias no emitir pronunciamientos po orncurren 


personas a las quese les solicita un dictamen téc: o actores 


políticos relacionados con el hecho sobre el que luego se tendrá que 
decidir. Asimismo, quiero aclarar que las preguntas que voy a formular, 


no están hechas con el propósito de generar controversias. Sin 


, 


| embargo, es es togttino que las -Com£siones. 'párzañentárias trates de ! 
_ Preguntar, en la hóra debida cuando asuñan la 1 diftoid: tarea de tomar 2 


und. posición=—, las preguntas respectivas. Aa Ey 
quiero señalar, con mucho respeto, un hecho que me sorprende. A a 


pesar de que en este momento no tengo una soncioneia clara de todos los E E E 
elementos del pronunciamiento del “Tribunal de Cuentas, obaervo que en 


ese dictamen están formuladas una multiplicidad de obsérvaciones.. 


_Advierto que la Junta Departamental de cn tomando esa ' 
| dictanen, simplemente escoge un aspecto o Que los señores ediles 


han desarrollado de forma insistente y coherente a través de sus 


- distintas intervenciones. Es decir, que se invocan elementos 


posteriores al año 1993 sobre un: dictamen fechado en el nas de 


diciembre de 1992. Pero en la medida en que sobre las demás 
consideraciones u observaciones del Tribunal de Cuentas no se emite 
ningún pronunciamiento por parte de la Junta Departamental y que los 
señores ediles que la representan --y especificamente a la mayoría de 
la misma--, no expresan en estas comparecencias ante | la* Comisión 
capiamentarÍa ninguna impugnación sobre el resto de las demás 
observaciones, entiendo que esto presupone, tácitamente, la aceptación 
de estas últimas. No podría concebirse que sólo se tomara en cuenta un elerento 
de carácter formal --sobre el que no vamos a pronunciarnos porque no 
corresponde en este momento-- sin emitirse un pronunciamiento 
con respecto a los otros elementos. | 2. de úl 

En el dictamen de la Junta Departamental y durante la RA de 
los señores legisladores en el ámbito departamental de Montevideo, no 


se manifiesta ninguna consideración con respecto a las múltiples 


observaciones del filbunal de Cuentas. 


| Con respecto. al numeral. 20. de la Resolución . sempectiva de ele” E 
Ó Junta Departamental, en el que ae decreta 'renitir: copia autenticada dé a 


estos. antecedentes. a la Justicia Penal, quiero. hacer. la. siguiente. 
reflexión. Los organismos públicos -—e5 notorio que no soy penalista, 
pero basta con ser. Ciudadano para saberlo-- tienen. la obligación de 
| denunciar ante la: “Justicia pénal un hecho, toda vez que existan 
e aiitos que evidencian, ,/' en principio, la configuración e un delito penal. 
Me sorprende que en el numeral 20. se disponga remitir copia 
_ autenticada de estos antecedentes a la, Justicia penal, porque es un 
hecho grave— aquí está en juego nada MONOS que uno de los “supremos 
% Tribunales. de la República, de nuestro sistema institucional 


$e democrático, es decir, el Tribunal de Cuentas— que en la fundamentación no 


se diga nada, En virtud de ello la Junta Departamental asume la 
responsabilidad de expresar y de escribir en este documeritto que surgen 
elementos que apuntan a la evidencia de que se ha configurado un delito 
penal. Este extremo hay que expresarlo para que el numeral 20. de la 
Resolución aparezca con un mínimo de fundamento. Sería muy fácil, por 
parte de los organismos, en cuanto surge una discrepancia O | 
divergencia, remitir copia autenticada de * tal resolución a la 
Justicia penal --con todo lo que ello implica en la sección de la 
opinión pública que percibe la comisión de delitos penales-- 
y al hacerlo | no asumir la menor 
responsabilidad de expresar que se evidencia un delito penal. Me parece 
que esta consideración tenía que formularla porque, a lo largo de 


muchos años de actuación pública, he visto que cuando se asume una 


| “ramones dex dapo a 20. 4 de: 14 que . mica da Fut 
aneútal; existe 14 correlitiva obligación niod sel LAR E 
- ¡So Yihy" dvstoieza de: un delito: pun ss ri ua ES 
9. Nosotros: participamos termientanente del espíritu < de , que: 3 
da rodeo de tas . Comisiones, - obre, fado cuando reciban. e. 
rc cc -Hñentra propia experiencia a nivel. de la Junta a | 
E MéNtalo=, aues saludable ni conveniente la emisión de juicios: E pp 
“Dé: todas Lorilas, no desearía que mie. palabras se tomaran como un E 
 Antststo de polésilaar"con. el señor legislador Cantón o como o forma de . pol 

: d . “oendiciat evtitroversias sobre otras opiniones, Aegunaménta , totalmente 


En realidad, mi intención es par al pres objetiva de | 
én ar cuál Lua la ectitud que tamó la Junta Departizustal, aria lo-. 
co "dae aludió el señor legislador Cantón. Dicho . Cuerpo, en. 16. 
nes | eventualidad de que pudieran haberse configurado hechos delictivos, se 


vio en- la obligación legal y moral que tiene todo organismo público 

ya sea colectivamente o en lo individual de cada uno de sus 
integrantes-- de elevar estas actuaciones a la Justicia penal. Queda 
claro, aotóncak: que no puede entenderse como una denuncia concreta ní 
como un pronunciamiento previo ya que, en definitiva, es la Justicia 
penal la única competente --de acuerdo con la Constitución--. para 
determinar si el hecho denunciado constituye una conducta tipificable 
penalmente. En tal sentido, entiendo que hubiéramos cometido una 
irreverencia si hubiéramos señalado que los hechos denunciados 
configuran un delito. Fue por tal motivo, que elevamos los 
antecedentes a la Justicia penal lo que, por otra parte, constituye 
una costumbre y tradición en la Junta Departamental en este período, ya 
, que han sido varias las Comisiones que denunciaron hechos presuntamente 


delictivos, Entonces, queda cuaro que será ¿a Justicia quien determine 
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Antelar: ua debate, adriertoque.n mo. de 


a us lt o y 


E E ra a “asumir cualquier 'tipo de observación . que. se. nos quiera | 


! E a rate 'de alguna actitua que hayamos adoptado, fruto de la 
expe: lencia ya que es la primera vez que somos - gobierno. a nivel 


| departamental. Asimismo, esa misma situación nos puede. haber llevado Ñ 


a 20 Fealizar las cosas de la mejor MAROrÍAa. 
de todas formas, creo que las dificultades que se han genarado con 


E A Ut Ju dat pi 


eE ai tienen' e ndamenta mente que ver con el transfondo político 


ñ que ha adquirido el tem de la política del transporte, A mi juicio,ese es el tem en 


cuestión, donde de alguna manera se revela el hecho de que los únicos 


que hemos apoyado esta política y este subsidio fuimos quienes 
integramos la mayoría de la Junta Departamental, cosa que ha suscitado 


confrontaciones y controversias. En todos los. ámbitos en que hemos 


| incursionado, hemos sostenido que las políticas se debaten, . se 


confrontan ¿y Pero no se investigan. En última instancia, podrán 
investigarse los procedimientos a través de los que se puede dar 
conformidad a la aplicación de determinado criterio, En tal sentido, rosotios haros asumido la 
responsabilidad de llevar adelante esta política de subsidio directo a 
fin de que 'no sea sólo el usuario sino todos los contribuyentes, los 
que de alguna manera permitan tener una tarifa accesible en relación 


con el poder adquisitivo de la población. Precisamente por esa razón, 


U 


“al nd? pra se: :polerós:gracuitos para desplasates ha ara 


" aatñatóo* «mad sito; de «alguna HAnera,- constituye. un: clero que : E 


vb dono a isstra modesta experiencia y verdad... En' 286 aspecto, 
faod qué a' la fecha se han. logrado momentos: de equilibrio muy 


bs “oloLoN" de: la ensoñanta: Pabldos: apta adigases 


importantes. Sin embargo, no creemos que -€n lo. que. resta de la | 


adalnistración,- se pueda . alcanzar definitivanente al, rescate a plenityd del 


darle tranquilidad a los sectores de la población que mayoritariamente 


utilizan este servicio. Esto nos ha permitido introducir modalidades 
que hasta a presente no existían en Montevideo, como es el caso de las 


“terminales de trasbordo, los sistemas locales y diferenciales. Ha sido 


2 4 


-nuestra intención instrumentar una política que haga posible 


establecer estos criterios que ya se han puesto en práctica en otras 
ciudades del mundo porque, obviamente, no se trata de un invento 
nuestro. Advertimos que nuestra capital ha crecido lema”, por 
lo que es imposible crear líneas que unan pr los barrios de 
Montevideo con el centro de la ciudad. Reiterox que esta modalidad de 


los sistemas de trasbordo, diferenciales, de boletos locales en tramos 


Es ntiftena de tránsporte aunque, de todas formas, . tenemos Ja absoluta E 
' aoalvicé1os de que lo que se ha podido realizar hasta ahora permite 


que no superen los 5 quilómetros, nos da la total convicción de que no 


estamos enfrentando servicios deficitarios. Esta opción que hemos 


elegido, nos ha llevado a tener una posición muy fuerte. De todas 


EN A >, : 3 A A 


Ñ a es poco” decir" para los Aicipos que. transcurren en el. u qua 
193 ño sólo a las expresas urbanas, sino también a apretas 

— FecorEén: todo el país.. rn e AN | A 
aro. FEROANDRZ .- (Miguel). A mi juicio, efectivamente el maniral 17 de la. 
Pa += résolución tiene un carácter | , Muy escueto,. Muy fáctico, tal como 
E 'sósténta el señor legislador Cantón. El mismo dice: "Remitir copia 
ES auténticada de estos antecedentes a la Justicia penal". | 


pen LE e o e sonaibiticnd demontrada por; : 9d, Gobierno 


“Sobre el particular, considero que es importante tener presente 


que esto se da en el marco de una resolución que cuenta con un 


considerando segundo que establece que estas circunstancias constituyen 


una incoherencia incompatible con la autenticidad ' del documento. 
Evidentemente, ello marca el carácter y la amplitud de la mencionada 
resolución. Por otra parte, advierto que a través de ella la Junta 
Departamental no hace un juicio categórico ni definitivo; simplemente 


señala, reitero, que hay una incoherencia incompatible con la 


autenticidad del documento, y actuando en consecuencia con las | 


obligaciones legales que en el carácter de funcionarios públicos 
tenemos todos quienes actuamos en órganos de gobierno, remitió a la 
Justicia penal estos antecedentes. 


Por último, recalco algo que manifestó el señor edil Morodo en el 
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febrero de 1992, Bs e. de gran 
“tiene sobre todo el informe. De alguna manera, lo abarca totalmente, | 
- ya que no en una resolución : puntual o. un olemento documental | lo cual b 


es grave, 


Ñ analizado por la Justicia penal. 


-Por lo tanto, estaños abiertos a dlscutiz” el tema. referente a la 
política del transporte Y. además, hemos señalado aquel aspecto que, a 


nuestro juicio, llevó a que este asunto tuviera que ser considerado por. 


la Asamblea General. Concretamente, en cuanto al documento en sí mismo, 


no. queremos emitir. opinión definitiva; '¿: pensamos que debe “ser 


SEÑOR CANTON.- Simplemente deseo hacer una aclaración, sin ánimo de 
consolidar una posible discrepancia. :” 

Quiero decir que el diálogo que hemos mantenido con los señores 
ediles demuestra que quien habia tenía razón, porque la correspondencia 
entre el Considerando II a que alude el señor Fernández y el Numeral 2 
de: la Resolución de la Junta Departamental, evidencia la falta total de 
invocación de elementos. que pongan sobre el tapete la posible 
existencia de un delito penal. Naturalmente, el hecho de que se señale 


una incoherencia no supone una imputación de delito penal. Digo esto 


da pot las e implicancias e 


td e 


e. “a , 
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o | na Jue me en y definitiva, resuelva. A | z | 
a 0. -pareos::que . elemental que en los Considerande 
0 , Ln -del 'Srgano. que. resuelve hacer la amiga» se perciba | 
wics: ón de. que e han producido. elementos, no de 
npahierelie _ sino de 3avidencia de un posible delito. .. y Ñ o ro 
Ei a es e. de constancia que quería dejar, sobre este tema. y a 


se > ooR. HORFENIAK.- Voy a reiterar una pregunta pido. excusas a 2 los. 
_ señores ediles de la Junta Departametal de Montevideo por mi. 


nera 


- insístencia-— porque me gustaría clarificar, desde el 
punto de vista de los señores ediles lo que, en definitiva, es el 
objeto de esta sesión, sin perjuicio de que luego la Comisión discuta 
acerca de los informes _que recojan algunos aspectos. En este Considerando - 
I1 que ha mencionado el señor respresentante Cantón, efectivamente se 
habla de una incoherencia, pero más adelante se dice que ésta es 
incompatible con la autenticidad del documento. Ello introduce un nuevo 
elemento, porque la palabra "autenticidad" puede ser equívoca ya que 
se puede afirmar que un documento no es auténtico por no ser exacto 
técnicamente * o por contener una irregularidad de tipo eventualmente 


delictivo. 


En la hoja N*2 3 de la Carpeta de mayo de 1993 --es la primera de 
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cia ' ralatáto al sibeidio der boleto empresa que me 
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¡degún de dstablece en esta Carpeta; esa informe fue presentado 
| E ad do expresa lá Junta Depártamental=" en + na de diciembre de 
1992 y; “sia embargo, contiene referencias a "resoluciones del año 1993. e 
y opinión de los neñores ediles representantes de la. «Junta 
Departamental de Montevideo, ¿esto significa que cuando el. Tribunal de Ñ 
Cuentas transcribe el informe el Gobierno departamental, le lets 
cambios, o con posterioridad a dicho informe, este Organismo dio 
instrucciones al respecto o fueron los auditores quienes lo cambiaron? 
Quisiera saber cuál es el punto de vísta de los señores edíles, porque 
| sobre el mismo hecho se pueden realizar varias Mipotantá. 
| Entobdas, mi primera consulta es en el: senti ] de si las 
observaciones del Tribunal de Cuentas están en al forme ' se la 
auditoría. La segunda consisté en saber si dicho ca y que. en 
opinión de la Junta Departamental no pudo contener referencias a algo 
que todavía no existía y ahora figura en la transcripción que realiza 
el Tribunal de Cuentas, fue cambiado por instrucciones del 
mencionado Organismo o se efectuó una nueva auditoría. Mi intención es 


aclarar cuál fue la hipótesis que se mañejó por parte de los señores 


ediles. 


a sá tcalaos Y que. sé. debe remitir copia antenticada. de Al a 


y q Y. | ¿a A, y y 


- SEÑOR FERNANDEZ (Da. Gustavo) .- Voy a. pra a los. 


abeo Lutamente formales, ya que 00m corresponde. Amdtig omimión 


antal de 


política en md. carácter de Secretario, de. Ja Junta 


reríbimos' del Príbunal de Cuentas. Consiste en un aficta. no l. 095/93, | 


en él que dicho Organisno expresa que visto el inforas producido por el 
equipo aitor actuante en la Aúditoría practiona a solicitl de la Junta Depactarantal, seqún 
determinadas resoluciones relativas al subsidio del boleto, se aprueban 


sun - términos y - remite u n a copia autenticada e A, 8 


" auditoría de fecha 11 de diciembre de 1992. Inclusive, al 


| psi del informe dice: "Montevideo, 11 de diciembre de 1992" y, al 
| final, figura una actuación administrativa con esa fecha, firmada por. 
dos contadores auditores que la elevan al Tribunal de Cuentas. Por lo 
tanto, para la Junta Departamental, este docuemento es del 11 de 
diciembre de 1992. | 

Debo aclarar que cuando la Junta Departamental en su Resolución, 
establece que el informe es incompatible con su autenticidad, lo hace 


porque un documento de fecha 11 de diciembre de 1992, no puede 


contener referencias a enero y febrero de 1993, Este es un tema 


absolutamente formal y, en. tal sentido, la Junta Departamental -de 
Montevideo emitió el Considerando II que lo califica como un documento 
que contiéne una incoherencia incompatible con su autenticidad; en su 
Numeral 22 lo remite a la Suprema Corte de Justicia, a los efectos que 
pudieran corresponder. 

Acabo de señalar el aspecto formal de la cuestión y ahora cedería el 


3so de la palabra a los señores Ediles a fin de que puedan dar su opi 


SE 1 - ES . , 
ia ie: ari sia, Es a o des a o res pe BA 
Ese ia is ER, ño cennsroaor Korzeriar. 

z 


A: 


A 
E 


SEÑOR. MARPEN. - “Lo que" sucede es que el 28 de agosto se produce 


un primer iñforme, que no. CONOCEMOS y - y en forma posterior se 


trazan huevas directivas de trabajo de las que tampocó. tenenos 


sonocimiento. Luego él -11 de. diciembre =e “culmina con. esto, 
por. -lo' que se “queda la sensación de que en esa fecha se naya 
keritinado la auditoría apoyada en: esas resoluciones. . Hay - otros 


aspectos a tener' en cuenta. como, por ejemplo, el necao de que 


en el índice figura, en el punto 2, que está. 


vinculado ” al alcance de los trabajos practicados, un subcapítulo 


Es 


de limitaciones. Dieno capítulo no aparece desarrollado; sin. 


enbargó; se hace permanente alusión al tema de las limitaciones 


en el sentido de que la resolución N* 132 bis es excesivamente 


amplia, lo” que le dio mayor flexibilidad a la Intendencia Municipal 


| para trabajar en el tema de los subsidios. Reitero que esta 


materia no está desarrollada y que a mi juicio, 


HT 


esta confección de la auditoría da la sensación de desorden 


a algún lector que no sea experto en el tema. E 


f 


Nosotros no tenemos potestad para juzgar en este sentido. 
Lo Único que. nos corresponde nacer como «cilas y funcionarios 
clbldcos, luego de efectuada a constatación PA estar supuesta 
irregularidad, es acogernos a lo que establece la Constitución 
de la República. Inclus , no o potestad de establecer 


a modo de convicción si esto fue cambiado o no, ya que no tenemos 


jurisdicción sobre este tema. Concretamente, la, Asamblea General es 


la que tiene jirisdicción como Tribunal de Alzada sobre el Tribunal 


3 27, e h isa ] A Ñ bind 
| - Entonces, nos da la sensación. - -de- que . aquí hay más 
de un: informe, sabre los que posteriormente. se recapitulós, dejando. 
-uno solo. en el que quedaron algunos. aspectos relacionados | -con 
las fecnas por" el -'camino. Esto nos genera. la convicción de 
que el informe es absolutamente. inconerente e incompatible para 
ser tratado en la Junta Departamental. | 
SEÑOR AMORIN SUPARRO. “o Señor Presidente: a la luz de die: interrogantes 
que se formulan y de las respuestas que se vienen Sk dando, e 
me surge la certeza | de que la medida que oportunamente adoptó 
la Junta Departamental de Montevideo se funda en una premisa 
de convicción. Sería muy dificultoso entender el procesamiento 
que está en trámite ante la Justicia Penal pensando que no hay 
convicción en la resolución adoptada, Anora bien; el señor represen- 
tante Cantón na. a aRS preguntas acerca de la forma no explícita 
de esa convicción que ña justificado ls resolución. Se podría 
razonar en el sentido de si esta clase de inconerencias formales 

no serían mis congruentes con la ¡idea de la ineptitud o de la 
oia que, junto con el carácter penal, configuran las causales 
establecidas en el artículo 209 de la Constitución para que la 
Asamblea General ejerza sus potestades. Concretamente, la Junta 
Departamental nace referencia al cumplimiento del artículo 209. 
Entonces, luego de eliminar las; categorÍas de la ineptitud y 
la omisión, queda el delito, ya que se ha actuado. 

No existiendo elementos explícitos, me pregunto si 
en los Considerandos de la resolución no nay aspectos implícitos 
que al ser analizados pueden configurar un basamento serio de 
la resolución adoptada, yue Va mucuo más allá de lo que podría 


juicio o de cosidezaciunes 
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que, ricamente, son. independientes. de. la: sentencia del Poder 


- Suatotal.* ab «respecto, encuentro. UE «relación que quisiera 


esclardóer por 
emental que - justifica La »rebolución y os otras arpeccos 
de los: Cóniiiderandos.. En el Considerando ya 3 se expresa que 


los “nechos indicados - son meras incongruencias formales, De ello 


qee puedo estar. “equivocado-= entre da convicción 


0 dedica que lo que hasta el momento Be viene expresando es 


t 


valñerado en” su “fundamento, ya il se afirma concretamente que 


“00 se trata de meras incongruencias formales. El plano formal, - 


que" parece ser el que . determina la convicción del carácter de 


da indutenticidad, que formalmente: genera . la remisión -de la. 


| resolución a la Justicia Penal, luego es vinculado con el efecto 


de Pon “incongrueñicia formal. Más adelante se dice que las modifica- 
ciones * así introducidas nan sido la base de conclusiones aprobadas 


por el Tribunal de Cuentas, que se refieren a aspectos sustanciales. 


7 


a de las “consultas formuladas por la Junta Departamental. Luego, 


el Considerando Ne 4 plantea una nueva categoría que, a mi juicio, 


integra la convicción de la resolución. Allí se expresa que 
la anomalia ecnalada parece ¡inseparable de otros” indicios de 
modificación  intempestiva. del informe aprobado” Entonces, me 
pregunto qué significa "indicios de modificación intempestiva". 
Entiendo que una conducta intempestiva alude a un procedimiento 
desprolijo, a una especie de carácter resolutivo no suficientemente 
racional en el ejercicio de las autoridades y, en consencuencia, 
se acerca más a una omisión o a una ineptitud que a una convicción 
para la denuncia penal. En virtud de que no se da la denuncia 
de ineptitud u omisión ante la Asamblea General y $51 se la 
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documento en cuestión - “como. base de: ¿$U8. resoluciones “sobre da o he 
cdeationen. -e. «fondo, Latonc9s. si. bay expresa -sánitestación: A 
40 que nupo más de un informe: y gue al ser tocapirulados se confundieron 
Las fechas: y rrtak como. se” ababa de. eXPEORAL == / _ Pregunto por 
—QUÉ:---se efectuó: da denuncia. penal: y no una. por.  nepcizad. u omisión. | 
Entiendo que ná. existido convicción. plenaria, ..la que surge. de 
" .Los Considerandos.. | | 2 
Bn Consecuencia, salvo que se esclarezca de un modo 
+ que modifique mi sensación PERSA, creo que estamos en pesmancia 
de una denuncia penal que recae sobre el comportamiento de los 
miembros del tribunal de Cuentan. Por lo tanto, debo observar 
el 'caso' a da - luz de esa expresa definición: hay una denuncia 


de conducta delictiva sobre los miembros de dicno Tribunal. 
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Achos (sticádos/no son 1 meras incongruencias formales” y *que la anomalía 
señaláda parece: insepárable de otros indicios. de modificación 


intempestiros del informe. aprobado; demuestren que ha existido' sólo ] 
>onv: ieción formal sobre úna. incongruencia formal que, Aamentablemente, | 


; Es En Es ias Sn Ze E 
? si" conducta delictiva, 


debo' retira, puesto que “tengo uña obligación ineludible. Antes: 


| quisiera señalar que las inquietudes “que ha planteado el. señor" 
opt dertante Tuorín Supparo han sido larganente explicadas por los corpeñegos a 


E: 5 de que t y “organismo no es el que debe (Juzgar precisamente 


do ie” “se está: cuestionando. Asimismo, entendernos que nuestra 
_ aceptación a á la invitación 'gue se nos ha cursado fue en el marco de 
realizar aportes a fin de dilucidar cuáles son las supuestas 
irregularidades; pero, en definitiva, p quienés deben juzgar en este caso son 


la Asamblea General y la Justicia Penal. Pensamos que nuestros . 


compañeros ya han abundado en elementos. Aclaramos que no estamos 
acusando absolutamente de nada a nadie; simplemente estamos diciendo 
que los organismos competentes Ron los que deben juzgar el caso y 
nosotros quedar a disposición, para aportar el fruto de nuestras 


discusiones y de las resoluciones que la propia Junta Departamental ha 


adoptado. 
Reitero mis Asculpas y agradezco nuevamente la Invitación, 


(Se retira de Sala el señor Presidente de la 


Junta Departamental de Montevideo) 


| que e 1 a S . expresiones | "que 108. . 


- pido “éxcusas porque, tal. como anunció previamente, . 


PA: 


amd ere ie 


p solamente o como una cuestión formal pa ¿cuál e. “la intenc 1ón de « 
| ua informe mencione resoluciones postericras? Es un lecioats Espioo. de y 
antadatar. fesoluciones Yo. .. £uación de ellas, formular ún. julcio, uña en | 
apreciación. a una , Sonducta.- Entonces, este hecho es «típico y mo. es 
ved | isiones a las que, de no 


existir. esa , fenómeno, no se ay A Me parece que esto lo magnifica, 
sobre todo tratándose de un órgano de contralor, dado que éstos deben 
ser muy celosos. en el exámen de las bases que consideran para. luego 
2; juíciar,. Creo que allí hay, una irregularidad en el sentido de que se 
postulan observaciones sin haberse apercibido de . la existencia de esa 
IEA. incongruencia en el documento. Por lo tanto, | a ai juício, reitero 
que no se trata de un hecho meramente formal, sino que precisamente ese 


fenómeno formal conlleva consecuencias. en lo sustantivo, en el 
mecanismo de contéalor. Además, entiendo que la naturaleza del órgano 
hace que deba ser muy celoso, puesto que su rol es de contralor y se 
supone que el autocontrol es un elemento a tener en cuenta. | 

Por otra parte, estimo que cuando se elevan actuaciones a la sede 
penal e el denunciante pone en marcha un mecanismo de oficio lo que, de 
ninguna manera, supone un prejurgamiento sobre la posible conducta 
delictiva o la individualización de los panporsables, porque en 
denuncias de esta naturaleza pueden existir hasta alteraciones de orden 
material --que a veces ni siquiera involucran a un jerarca— que 
deberán ser determinadas. Cuando un documento 1 lega en ciertas 
condiciones, hay que someterlo a la justicia simplemente para verificar algún 


elemento irregular que pueda vincularse con alguna falsificación O 


) que. 2. venos. esto. problema e 


Ñ parla actual del Hocumento, - deca md 
A ce uérta dejar establecidos estos dos extremos que entenál hoveñario 
som CADENAS BOIX.- Quisiera saber si. constatádas las incongruenciós a 
a que hace. referencia. la Resolución, la Junta Departamental, . sobre | 
tablas, hizo las denúncias ante la Justicia Penal y la Asamblea General 


o, 


0 sl renlizó algún tipo de gestión ante el Tribunal de Cuentas para 
pedir explicaciones acerca de esas incongruencias. A 

SEÑOR * FERNANDEZ (GUSTAVO) .- El día 4 de mayo, la Junta Departamental 
dictó la resolución a la que nos estamos refiriendo Y al día siguiente 
remitió a conocimiento, del Tribunal de Cuentas, por nota N?% 4339, una 
copia, la que fue elevada a la Suprema Corte de 
Justicia, por nota N2 4340, y a la Asamblea General el día 7 de mayo. 
SEÑOR - BOUZA.- Tal como se ha señalado, en esta instancia no estamos 


opinando, sino solicitando información a los señores ediles con 


respecto al planteo que ha formulado la Junta Departamental ante la Asamblea Ge- 


neral. Confieso que hubiera querido intervenir en el momento en que el señor 
representante Cantón formuló sus preguntas, puesto que mi duda radicaba: 
en si la denuncia ante la Justicia Penal se refería a lá conducta del 


Tribunal --debido a lo que se menciona en la resolución; esto es, la 


a | 1 2 


e] 


d+ 04-148 
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0) de. Cuentas, en función 0 de la cual ee sehicieron, las depuncias ante 18 
La pi Pe al Y. le, A. > ” 


Le A 


ale actuación de la. Intendencia Mmicipal en el pago de. “nimidios 


e Saa 


<ue han sido chservados por. el Tribunal de Cuentas. Además, en : - el 


Considerando N* 5 de la resolución se , expresa que en tales condiciones 


la Junta. Departamental no puede tomar el documento en cuestión como 


¿22UE, de sus decisiones sobre los aspectos de fondo. 


3 


AA Lormal. A eL paa del 


plen Ceneral, y gue. todos los demás, amenos 
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Me gustaría “saber si brenta: a estas posibles incoheréncias, la Junta se 2% 
ha considerado inhabilitada, para tomar en cuenta 'las denuncias | 
formuladas por el Tribunal, ¿Debo entender que ño ha hecho actuación. ni 


investigación algúna Y que no le ha solicitado a la Intendenciá ninguna 
información con respecto a las. denuncias que ha hecho el Tribunal? dl 
SEÑOR MORODO. - Mi intención es contestar algunas de las 'Interrogantes 
que plantea el señor. senador Bouza, fundamentalmente en la primera 
parte de su intervención. | | | | 

| _Las resoluciones que a veces se toman, tanto a nivel. individual 
como ' colectivo, en ciertos ámbitos quedan libradas a la voluntad de 
los órganos a los que van dírigidas. Reitero que los antecedentes que 


elevamos no son denuncias específicas o concretas referidas a personas | 


i Y a hechos. Entendemos que hay determinados aspectos formales que 
| eventualmente podrían constituir delito, pero será la Justicia la que 
lo establezca ' porque nosotros no podemos prejuzgar. Elevamos a la 
Justicia todos los obrados que nos envió e Tribunál de Cuentas. En la 
adidas en que el proceso penal en Aeris país no es _de tipo 
dispositivo sino inqguisitivo, el Juez en lo Penal tiene «todos los 
elementos para desechar determinados hechos que fueron denunciados 
concretamente y tomar, asimismo, determinados hechos que no fueron 
denunciados concretamente pero que surgen de los elementos materiales 
que elevados. | | 
Aclaro que no hablo en nombre de la atentdéncla; síno del Gobierno 
departamental, y en tal sentido puedo afirmar que estoy con la 
conciencia absolutamente tranquila, pues el expediente con respecto a 
og hechos que no fueron mencionados por la Junta Departamental, 


ES ea as DA 


: puede ser evaluado o: , juzgado por la Justicia Peral. y 
SEÑOR BOUZA.- La respuesta del señor. edil Morodo consiente lo que yo 
expresaba. La Junta Departanental elevó el expediente a la Justicia 


. - Penal. Y a 38 Asamblea General y no “actuó más con respecto a este tena. 


Es decir que la misma Junta que solicitó la intervención del Tribunal 
de Cuentas a los efectos de. indagar. sobre los. actos de la 
Administración Municipal. de Montevideo - con respecto al. pago. de 
subsidios, no realizó ninguna otra actividad que no sea la de comunicar 
el “expediente a la Justicia y a la Asamblea General. O sea que, 
entonces, las irregularidades que surjan de la denuncia del Tribunal de 
Cuentas no han _sido tomadas - en - consideración por la _Junta 
Departamental. A, | 

SEÑOR MORODO.- Nosotros entendemos --tal como se menciona en algunos de | 
los Considerandos-- que' las observaciones que nos merece el dictamen 
del Tríbunal de Cuentas no ameritan por ahora --no es un juicio 
defínitivo-- la consideración del informe "in totum" coño tal, porque 
entendemos que tifñen o pueden teñir las conclusiones finales de falta 
de objetividad. De ninguna manera estamos juzgando conductas en forma 
definitiva. Lo que sí decimos es que una vez deslindadas ciertas 
responsabilidades y aclaradas esas incongruencias, que incluso pueden 
afectar su autenticidad, no tendríamos ningún tipo de problemas en 
considerar el informe. Entonces ingresaríamos a la discusión de fondo, 


que es el tema de la política de transporte llevada adelante por esta 


* 


Administración Departamental. 
SEÑOR FERNANDEZ (Miguel).- En primer lugar, deseo señalar que cuando se 


dicta la resolución, el conjunto de los Considerandos forma parte de 


= 
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ella. Por do tanto, hay. un Considerando --el sejundo—. que. hace 


GE 


rofesgocia e a los 4 aspectos docusentales y “existen otros ¡como expresaba , E 
el' ¡Sesor. Jegislador Amor Supparo-- que aluden 3, das conclusiones y al | 


Edd o E e. 


contenido del. informa, ES e... carácter no meramente formal. de la 


0 AS i ya 
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hora bla el enfoque del análisis. de este tasa en. la resolución 


db My 


de da Junta Departamental quizá nos. haga perder. de vista y 


posiblemente haya sido un error injoliskatia en nuestra exposición de 


la mañana de hoy. en esta. Comisión-- el contexto que tiene el / 


tratamiento de este tema. en el seno de la Junta Departamental. Todo lo 


que “tiene. que ver -con la política de transporte fue discutido - 
extensamente en La comisión de Tránsito y Transporte que el señor edíl 


Martín Preside quien, seguramente, se vaa pronunciar. al respecto. 
E Creo. que. el hiciéramos un cómputo de las horas que- insumió. el 


úl debate. de este asunto, nos sorprenderíamos, porque fue un tema 


largamente examinado en la Junta Departamental. Además --y este es un 
del - 


aspecto central en lo relacionado con el origen del informe 


Tribunal ' de Cuentas-- hay que tener presente gue este tema surgió con : 


un “Llamado a Sala que formularon señores ediles de la oposición en el 
Cuerpo Legislativo Departamental. Como conclusión de ese llamado a 
Sala, el partido de Gobierno --mayoría de la Junta Departamental-- 
solicitó en una resolución separada junto a los ediles de la oposición 


una consulta al Tribunal de Cuentas. Es decir que el informe y el 


dictamen de óna fue el resultado final --por cierto en un período de 


tiempo muy extenso-- de una solicitud realizada por la propia Junta 


Departamental. Creo que es bastante obvio que ese dictamen no fue 


de 


satiotaciorió, por" los capo ya- iuitdós; pása: la mayoria. de la i 


Junta. Departamental, : IM. que * esta dentro -.de-: dans y potestades 
constitucionales que 6éta' -tiane. además, “introdujo - clenentos que 


ameritaron su envío a 18 “Justicia Púñial ya la Asamblea. General, porlo 


que no fue de recibo. para da - mayoría del Cuerpo: E De TAE 


Aunque sea una "repetición imachacona, vale la. pena resaltar el 


hecho de .que ese informe :no sólo no levantó algunos. de los 
cuestionamientos principales que se hacían a la política de transporte 
y en. párticular a la de subsidios, sino que, adenás, introdujo sobre 


ellos elementos de mayor confusión. La resolución del .3 de febrero de 


- 1993 incluye aspectos que tratan de establecer un marco mucho menos 
flexible. En ese sentido, no cuestionamos que el Tribunal de Cúentas 
pueda fijar un acotamiento en la aplicación de determinada norma en una 
-— política de subsidios que retiece a una realidad concreta del 
transporte. Creo que es muy importante tener presente que la Resolución 
7 bis/90 y otras que se tomaron en el marco del primer Plan Quinquenal, 
planteaban un panorama muy general para resolver una política global de 
transporte. En su momento, eso fue aceptado por el propio Tribunal de 
Cuentas a través de resoluciones sucesivas, diría PP”. legitimado y 
avalado por la permanente aprobación de los gastos. En consecuencia, 
cuando analizamos el dictamen, estamos culminando una etapa.en el 
proceso de estudio de la política del transporte, que no puede ser de 
legal, apuntando, ec dE a los contenidos 


tipo político sino 


2 


legales de la resolución. 


e 
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cd uñas; políticas. y «Las opciones en aatería. de Gobierno | A 


Pe te: pueden discutir y bueno .es que así se ha g ar ; pero > 


a ae ta A E análisis .de- tipo legal no se. pueden Á 
hacer. “tergiversaciones o modificaciones | que terminen 
| arrojando un resultado que no es el que la Junta Departamen- | : 
tá de Montevideo le había solicitado al Tribunal de 
] senor MARTIN. - Para contestar .las | inquietudes del señor 
— 'sénadór Bouza. quiero expresar que si analizamos el. informe 
“del Tribunal de Cuentas de la República advertimos 

Ñ ¿qué en él. se establece _que no surgen observaciones, de 
- legalidad respecto al pago de las partidas a que refieren 
los literntes A), B) y D) del numeral 28 de la - resolución 
132 bis/90; ,Las cuatro modalidades: para establecer los 
reintegros del subsidio son : el reintegro de impuestos 
nacionales, que no .€es observables el subsidio a boletos 
bonificados de jubilados y eatotiahtes, que tampoco es observable; 
el reconocimiento de los efectos derivados en la fijación 


de las tarifas, que igualmente no es observable. Por último, existen. 


observaciones respecto de Las pertidas abonadas por concepto 
del literal C) de la Resolución, en las cuales la Administra- 
ción se aparta de la norma dictada por el señor Intendente... 
El literal C) se refiere al abatimiento de mayores costos 
de mantenimiento y explotación. Esto es lo que nosotros 
establecimos y, diría, el nudo medular de la controversia 
e2n torno a nuestra política de subsidios. En ese sentido, 
CSIJTIOS NO podemos reconoacer en tarifas los abustados 


osos que las empresas del sistema “tenian por efecto 


7 o e a o EAS 


de la crisis que padecían, Y por - consiguiente: nos vinos 
A Ao , ep Eo A 


pa la necesidad y en la obligación de establecer un criterio 


en relación al húmero, de boletos, tal como lo. señalaba 


en mi primera intervención. 


- 


Por. lo tanto, todo lo que tiene que ver con A 


_las observaciones que se realizan. a los procedimientos 


llevados a cabo en materia de subsidios, tienen que ver. 


con aspectos que el Tribunal de Cuentas en ningún momento 
observó. Incluso, aceptó estas resoluciones como Marco 
de legalidad; sin embargo, posteriormente expresó que 
pa pueda apoyar en ellas porque y encierran 
una mera enunciación programática. En ese sentido, si 
esta resolución, , al cabo de dos años y medio, pasa 
a ser una mera enunciación programática, entonces tampocó'se puede res- 


petar la Constitución por ser una mera enunciación de principios. 


No puede ser que por un lado se reconozca la legalidad 


en la que se apoyó. la Intendencia Municipal de Montevideo para el pago 
de los subsidios, no existiendo una .sola observación 
Y. posteriormente, se tenga que dictar una norma fuera 
de plazo de la culminación de la auditoría para cuestionar 


todo lo que tiene que ver con la política de subsidios. 


Hay que aclarar que las auditorías practicadas no reyelaron 


la falta de dinero, de boletas. ni de comprobantes. * 


Además, se establecen algunas cosas que no compartimos, 
como por ejemplo que se pagaron abatimientos por mayores 
costos sin conocer los de las empresas, lo que no es 


3 


lastre ¿rre iz E 4 € 1993 todas “¿as empresas de 


ED 
E 
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transporte están auditadas a solicitud de la Intendencia 
| Municipal de Montevideo, bajo la selección de las estableci- | 
. das por la. Corporación : Nacional para el Desarrollo, lo 
e que quiere decir que - la Intendencia no señaló cuáles 
debían ser las empresas auditadas. | | 
mm Por lo tanto, los costos estaban  auditados. 
En algún lugar se dice que. no ha existido ordenador de 
pagos y eso no es así porque cuatrimestralmente se elevaron 
las asignaciones presupuestales para pagar los subsidios 
con la firma del Intendente en términos de imputación 
definitiva. Se hace referencia a boletas que 
no están firmadas por escribano público; puede ser 
que algunas no lo estén, pero todas están auditadas, 
lo que es mucho más importante. 

Se establece, asimismo, que se hicieron 
reintegros de IMESI por concepto de combustible a una 
empresa que se movilizaba con energía eléctrica. Pero 
hay que aclarar que COOPTROL nunca tuvo una tarifa diferen- 
ciada en Montevideo, y como el patrón de medida fue siempre 
el gas oil, se estabiseclaren los costos en función del 
94% de la energía que mueve el sistema de transportes 
en la capital. En ese sentido, debo expresar que en sus 
mejores momentos la empresa COOPTROL 1ll2gó a captar el 
6% del mercado de boletos. 

Por lo tanto, lo que el Tribunal de Cuentas 
establece en sus conclusiones es que observa, en virtud 


¿ y j 
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ninguna. de las ocho imputaciones preventivas que se realizaron. 
E Entonces. al no aceptar esa auditoría del Tribunal 


UN de Cuentas, de hecho no estamos aceptando esas gravísimas cl _ upuestas 


violaciones.  Sostenemos que no existieron irregularidades. ni viola 


ciones porque - la norma no existía. Ahora, 


si luego de notificada. de esta norma, la Intendencia no 


se ajusta a do que establece el Tribunal de Cuentas, 


esto pasaría a ser otro tema de. consideración ES análisis; 


pero reitero que en el momento en. que se culminó 
_la auditoría, el 11 de diciembre, esta norm a a O 


estaba dictada y, en ese sentido, no podemos reconocer 


el señalamemiento de las observaciones que se hicieron 
al respecto. 

SEÑOR AMORIN SUPPARO.- Creo que no es motivación de esta 
sesión entrar a analizar la materia o el contenido mismo 


del tema. Sin embargo, deseo señalar --a los efectos 


de tratarlo en otra oportunidad o,si fuera del caso,resolver- 


lo en este momento-- que en las conclusiones del informe 
del Tribunal de Cuentas, foja 31, numeral 2 del inciso 
5.1, se expresa que :"No obstante, la constatación de 
enmendaduras y raspaduras en las constancias referidas 
y la inexistencia de fotocopias (simples o autenticadas) 
de los certificados originales presentados, no permitieron 
evaluar la confiabilidad del control llevado a cabo”. 

Podría seguir leyendo, porque tengo subrayadas 
Sa ria de referencias de ¡as conclusiones. Repito 
ie no podemos entrar en materia, pero en virtud de la 


cxnibisión de ¿los argumentos que acabo de escuchar, quiero 


at 


a 0 rs e 
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“que ya no existe 
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LES 


dejar expresa constancia de que el silencio. no significa. del 


que 8 — Comparten los cosentarios efectuados. | Reitero E 


que de de simple lectura del informe surgen. cantidad e 
de. “aspectos que - podrían “amerítar el: “carácter “polémico 7 2% 


de las dtirúaciones: que se han vertido. Hice estas* afírma- 


ciones a los «efectos de efectuar” ese esclarecimiento yo 
no para tratar el punto referído u otro, como por “ejemplo 


el tema de que se llevaban. las constancias. en un cuaderno eN 


> ' que murió una PR. cayo. “modo de 


- Operar era muy reservado, o el de la denuncia penal d del : 

: Banco de Previsión Social. Todo esto consta en el informe, 
pero . no. podemos entrar en la materia para extraer 
conclusiones respecto a estos proceliaieatas, 


SEÑOR MARTIN.- El material de la Junta Departamental que ten 


go. en mi poder seguramente está foliado de diferen- 
te manera a la de los señores legisladores. Por esta 
razón, _no pude seguir al señor legislador Amorín Supparo 
en su lectura, pero si no recuerdo mal, él estaba aludiendo 
al tema de los certificados del Banco de Previsión Social. 


Este es un asunto que se encuentra en la órbíta de la 


Justicia "Penal y el propio Banco de Previsión Social 


llevó adelante dicha denuncia. 

Por otro lado, quisiera aclarar que el que 
llevaba el control en uno cuadernos que ahora desaparecieron 
no era la Intendencia, sino el Banco de Previsión Social. 
Por lo tanto, antes del 12 de junio de 1991, dicho Banco 


no estaba en condiciones de establecer si esos certificados 


hacian sido otorgados € no. 
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E | sxñoR ANORIN SUPPANO.—Retáfico la. observación - a. Formado E 
':- anteriormente. sobre la. base. de que la materia de que .. trata no pueda 
- mier motivo de análisis. Asimiemo,. adhiero a la interrogante planteada p 
por el: señor legislador: Bouza, en el sentido de determinar uan "> 
“ respuesta sobre la. conducta . de la Junta Departamental ante Jas Pía 
observaciones -de fondo hechas por el Tribunal de Cuentas. 
a” por: todo. pr-Y expresado, concluyo que la denuncia ante de susticia . 

-Peñal Y La comunicación. a la Asamblea General, mientras estos aspectos 
50 sean dilucidados, no “ameritará una posible adopción de resolución 
sobre las denuncias de fondo, tal como se ha señalado en Sala. 

SEÑOR KORZENIAK. - Deseo volver a dólimitar el: objeto. general por el 

cual nos. hemos reunido en el día de hoy. LA Asamblea General ha 

designado esta Comisión y le ha encomendado, específicamente, tratar E 

una denuncia hecha por la Junta Departamental contra el Tribunal de | 
” Cuentas. Sin duda, para analizar la seriedad de tal denuncia, hay que 

” tomar en cuenta todós los elementos aledaños a ella. Asimismo, si la 

denuncia está dirigida concretamente contra un dictámen del Tribunal de 

Cuentas, es obvio que todos los miembros de la Junta Departamental 

tendrán que estudiar ese dictámen. Por lo tanto, no estoy objetando que 

se hagan reflexiones referidas a lo que el Tribunal de Cuentas dice de 

la Junta Departamental y no a la inversa.Esta es una consideración 

genérica que, para hacer un juicio, debe existir. De todas maneras, el 

pronunciamiento que se le ha solicitado a la Asamblea General --y ella, 


a su vez, ha pedido la opinión de esta Comisión-- es sobre una denuncia 


de la Junta 


Fe. 


e “e e 


Departamental COncEa: el Tribunal de Cuentas. 


| Ante varias preguntas un poco insistentes de mi parte, los señores eS 
ediles de la Junta Departamental de Montevideo y Sus asesores, han sido ¿ 


sumamente _cautelogos;. íncluso, han señalado que la. remisión. a la 
Justicia Penal no es exactamente una denuncia. En. este sentido, quiero 


hacer una. reflexión a título personal: este es un organismo de" 
asesoramiento y con rango político, en el que los señores legisladores Ñ 
han dejado constancias. Según lo que dice la letra de esta Resolución 


de la Junta Departamental y de acuerdo con las aclaraciones que se han 
realizádo, - sin comprometer a nadie, entiendo que, salvo que haya sido 
- £ruto de un error , en este caso hubo un delito--dicho esto con todas 


| las palabras-- que el Código Penal prevé específicamente. Dicho Código 


establece la alteración de documentos en varias de sus figuras, desde 


la falsificación ideológica hasta las alteraciones materiales. Por 


supuesto que los delitos requieren no sólo de la configuración de tipo 
material --es decir, la tipificación objetiva--, sino también del 


elemento subjetivo, es decir, de la conciencia y voluntad de hacerlo. | 


Además, como me acota el Presidente de la Comisión,.la necesidad de la 
intención. En otros casos, inclusive, basta con la mera culpa. 
Asimismo, no recuerdo si todos los casos de alteración de documentos 
requieren dolo; hay algunos en los que basta la sola culpa. Sin 
embargo, afirmo que si efectivamente el Tribunal de Cuentas trasmite 


como auténtico un documento que no pudo realizarse materialmente antes 


del 11 de diciembre de 1992 y una auditoría cita resoluciones con 


números que son del año siguiente, se configura un delito previsto por 
el Código Penal.Esto no quiere decir que el delito exista y deba ser 


objeto de condena, si fue fruto de un error o de una negligencia 
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delito. to atríbujo esta aspecto a los señores. cálzes, porque sen. sido 


¿discutamos. el asunto en Comisión. + O A E 
Naturalmente, esa apariencia de delito a la que ne. referí; será 


determinada por el Juez, siempre y cuando a ese elemento slceriól se le 


sume el subjetivo, : es decir, que haya. sido hecho: con la intención de A 
fundamentar más adecuadamente. una observación. Si eso es así, reitero 
a reflexión en sl sentido de hubo delito o que, por “Jo menos, se 


justifica plenamente. el envío de la denuncia a la Justicia. Penal. De 
todos modos, obviamente, las denuncias hunca son una acusación sino 


que, A son - una puesta de conocimiento de hechos a la 


Justicia . , 3 


SEÑOR PRESIDENTE, -En aembós de la Comisión, sólo ne resta slicin la Ñ 


presencia de los señores representantes. de la Junta DAparEamEnta de 
Montevideo y la de sus assesores. Si lo estimáramos del caso, los 
volveríamos invitar para resolver definitivamente este tema. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 16 minutos) 


muy cautos; ¡Aclaro que esta reflexión la hubiera reservado para cuando 
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a En Montevideo, - él cuatro a6 agosto de mid hovecientos E 
noventa y tres a la hora diez y tres minutos, se reúne ta 
Comisión: de Constitución y Legislación de Ía Asamblea 


General A o e e 0 0d o mm er a e ato ARALAR AAA a e 


Asisten los Legisladores miembros dóctores Luis E. Mallo, - 
Américo Ricaldoni, Ernesto Amorín Larrañaga, profesor Oséar . 
-.- Amorín Suppero, doctores Federico Bouza, Enrique Cadenas. 
Boix, José Díaz, Daniel Díaz Maynard, José Xorzeniak, Ana ' 


Lía Piñeyrda, escribana Diana Saravia, doctores Helios 


-_Sarthou y Nicolás 3Storace. --=======e==co=esnconconsonosmeo 
- Faltaá con aviso los cadete doctor Mario Cantón y don ' 


Ruben Mertínez Huelmo. -==-"“=+=====e=nn==n- A e e 
Concurren, especialmente invitados; los miembros del 


Tribunal de Cuentas: contador Rinaldo Smeraldi (Presiden- - 


te); don Horacio Polla (Vicepresidente); doctor Fernando 
Aguirré Ramírez (Vicepresidente Alterno); doctor Horacio 
Muñiz Durand; General contador Guillermo Ramírez; don José 


Pujol y doctora Laura Pintos, acompañados de los asesores 


contador Omar Zooby y doctor José Luis Vera. ----===-=-=-==-- 
Preside el señor Legislador Mallo. -==-===============»=..... 
Actúan en Secretaría las señoras Beatriz Pérez Rovira y 
Alma Pischer.-----====-=-- mm 
.Se considera la nota remitida por la Junta Departamental de 
Montevideo, invocando la aplicación del artículo 209 de la 


- Constitución, a la que acompaña copia autenticada de la 


resolución de dicha Corporación “de cuatro de mayo de mil 
novecientos noventa y tres, relacionada con el informe 
producido por el Tribunal de Cuentas de la República en 
función de la auditoría practicada en la Intendencia 
. Municipal de Montevideo sobre el subsidio al cia ida 
colectivo urbano de pasajeros (Carpeta 58/93). -----=»=-==-- 
De lo tratado se toma versión taquigráfica que patata de 
ciento dieciséis fojas útiles y forma parte integrante de 
esta aACta., =o ooo ooo 
A la hora trece y nueve minutos se levanta la sesión. ---- 
Para constancia se labra la presente que, una vez aprobada 


firman el Presidente y las Secretarias de la ado att 
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Due Baer de Y, 
ALMA-PTSCHER. 


